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IV. EXPEDIENTE D-11065  -   SENTENCIA C-233/16  (Mayo 11)

M.P. Luis Ernesto Vargas Silva
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1. Normas acusadas
LEY 906 DE 2004 

(Agosto 31) 

Por el cual se expide el Código de Procedimiento Penal 

ARTÍCULO 459. EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. La ejecución de la sanción penal 
impuesta mediante sentencia ejecutoriada, corresponde a las autoridades penitenciarias bajo la supervisión y control 
del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, en coordinación con el juez de ejecución de penas y medidas de 
seguridad. 

En todo lo relacionado con la ejecución de la pena, el Ministerio Público podrá intervenir e interponer 
los recursos que sean necesarios. 

ARTÍCULO 472. DECISIÓN. Recibida la solicitud, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad 
resolverá dentro de los ocho (8) días siguientes, mediante providencia motivada en la cual se 
impondrán las obligaciones a que se refiere el Código Penal, cuyo cumplimiento se garantizará 
mediante caución. 

El tiempo necesario para otorgar la libertad condicional se determinará con base en la pena impuesta en la sentencia. 

La reducción de las penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se 
tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiere imponerse. 

ARTÍCULO 478. DECISIONES. Las decisiones que adopte el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad 
en relación con mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la rehabilitación, son apelables ante 
el juez que profirió la condena en primera o única instancia. 

2. Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “en todo lo relacionado con la ejecución de la 
pena, el Ministerio Público podrá intervenir e interponer los recursos que sean necesarios”, 
contenida en el artículo 459 de la Ley 906 de 2006, por el cargo que fue estudiado en esta 
providencia. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el inciso primero del artículo 472 de la Ley 906 de 2004, por 
el cargo formulado en la presente demanda.  

Tercero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “son apelables ante el juez que profirió la 
condena de primera o única instancia”, contenida en el artículo 478 de la Ley 906 de 2004, por 
el cargo analizado en este proveído. 

3. Síntesis de los fundamentos

La Corte Constitucional consideró que en el presente caso no se configuró una omisión 
legislativa relativa por la circunstancia de que los apartes demandados de los artículos 459, 
472 y 478 de la Ley 906 de 2004, por haber excluido a las víctimas de la conducta punible de 
intervenir en la fase de ejecución de la sentencia y presentar recursos contra las decisiones 
que adopte el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad en relación con los 
mecanismos sustitutos de la pena privativa de la libertad.  

En el análisis de este cargo de inconstitucionalidad, la Corte señaló que había de tenerse en 
cuenta que el legislador cuenta con un amplio margen de configuración para regular la fase de 
ejecución de la sentencia, como en efecto lo hizo en esta oportunidad, sin vulnerar los derechos 
a la verdad, a la justicia y a la reparación que le asisten a las víctimas, ni la igualdad ante los 
tribunales ni el acceso a recursos efectivos. En particular, la satisfacción del derecho a la justicia 
lo logran las víctimas con la imposición al responsable de la condena adecuada y proporcionada.  
En cuanto a la reparación integral, observó que el juez de ejecución de penas y medidas de 
seguridad, al momento de estudiar las solicitudes de libertad condicional o se suspensión de la 
ejecución de la pena privativa de la libertad, además de verificar el cumplimiento de los 
requisitos específicos que exige la ley, constata que el condenado haya reparado a la víctima 
o asegurado el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo
de pago. Adicionalmente, la responsabilidad civil que se deriva de la conducta punible es 
independiente y puede hacerse valer en el incidente de reparación integral, que corresponde 
a una etapa procesal diferente a la de ejecución de la pena.  

De otra parte, advirtió que las víctimas pueden ser representadas de forma indirecta por el 
Ministerio Público, que tiene la obligación legal de velar por los intereses de las víctimas, al 
estar habilitado para intervenir en todo lo relacionado con la ejecución de la pena y que en el 
marco de la actuación penal, obra como representante de la sociedad y vela así mismo, porque 
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se respeten los derechos de las víctimas en el trámite judicial (art. 111 de la Ley 906 de 2004), 
obligaciones que se extienden hasta la fase de ejecución de las penas.    

LA AUSENCIA DE CERTEZA EN EL CARGO DE INCONSTITUCIONALIDAD PLANTEADO, QUE SE BASÓ EN 

UNA INTERPRETACIÓN EQUIVOCADA DE LA NORMA ACUSADA, CONDUJO A QUE LA CORTE SE 

INHIBIERA DE PROFERIR UN FALLO DE FONDO 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr007.html#307
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr007.html#317
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1474_2011.html#INICIO



